
Número Identificador 

 
SEN2022________ 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VIII 
 

 
LINKA MATOS RIVERA 

Apelante 

 
 

v. 

 
 

HARRY GONZÁLEZ 
MONTAÑEZ 

Apelado 

 
 
 

 
 
 

KLAN202200241 

Recurso de Apelación 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala 
Superior de San 

Juan  
 
Caso Núm.  

SJ2020RF01227 
 
Sobre: 

Custodia-
Monoparental o 

compartida 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Domínguez Irizarry, la 
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Rivera Marchand, Jueza Ponente  

 
SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 21 de junio de 2022. 
 

Comparece Linka Matos Rivera (apelante) y nos solicita que 

revoquemos la Sentencia emitida el 15 de diciembre de 2021, 

notificada el 20 del mismo mes y año, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan. Mediante la misma, dicho foro declaró 

No Ha Lugar la solicitud de pago por gastos de una menor de edad, 

acordados en la Escritura de Divorcio por Consentimiento Mutuo 

suscrita por las partes dentro de un pleito sobre custodia y pensión 

alimentaria, interpuesto por la apelante. 

Conforme expondremos más adelante, procede revocar la 

Sentencia apelada. Veamos. 

I. 

 El 9 de abril de 1999, Harry González Montañez (apelado) y la 

apelante contrajeron matrimonio bajo el régimen de sociedad legal 

de gananciales y, durante el matrimonio, procrearon una hija.1 

Mediante escritura pública suscrita ante notario, el 3 de diciembre 

de 2019, las partes disolvieron su matrimonio por consentimiento 

 
1 Anejo 8 del Recurso, pág. 29. 
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mutuo.2 Entre las estipulaciones consignadas por las partes en la 

Escritura de Divorcio por Causal de Consentimiento Mutuo en 

controversia, acordaron que: 

--- QUINTA: Que los Comparecientes han acordado que 

la custodia de su hija LILIKE GONZÁLEZ MATOS, 
menor de edad [a la] fecha del otorgamiento de esta 

escritura, sea una custodia compartida con verano y 
Semana Santa compartidos; todos los gastos de la niña 
serán asumidos por los comparecientes a razón de un 

cincuenta por ciento (50%) cada uno (50% y 50%). Que 
la niña compartirá con su papá el día de los Padres y 
[N]oche Buena y con su mamá, la Navidad, despedida 

de año y día de Reyes. Expresado entre las partes los 
acuerdos sobre patria potestad, custodia, relaciones 

filiales, alimentos, hogar seguro o cualquier otro asunto 
en relación con los menores, el Notario advierte sobre 
las consecuencias de su incumplimiento. En particular 

sobre la importancia del deber de alimentar del padre 
no custodio y de la aplicación mandataria de la Ley 

Especial del Sustento de Menores Número cinco (5) del 
treinta (30) de diciembre de mil novecientos ochenta y 
seis (1986), según enmendada y de las Guías 

Mandatarias para la Fijación de Pensiones 
Alimentarias, vigentes (Reglamento Número ocho mil 
quinientos veinte y nueve (8529) del tre[i]nta (30) de 

octubre de dos mil catorce (2014). De manera 
espec[í]fica se les advierte a las partes, en particular a 

la madre custodio, que la pensión acordada tiene que 
estar fijada en los parámetros que establecen estas 
leyes, que el término para revisar la misma es de tres 

(3) años a partir de su fijación, a menos que medien 
circunstancias extraordinarias que justifiquen antes su 
revisión. Y que tanto para revisar las mismas como para 

reclamar su incumplimiento, la madre custodio debe 
acudir a las oficinas de la Administración para el 
Sustento de Menores “ASUME” o al Tribunal. Se advierte 
de manera particular a la madre custodio que, en caso 

de no estar satisfecha con el acuerdo respecto a la 
fijación de pensión alimentaria, puede acudir al 
Tribunal para la fijación en la pensión alimentaria.3 

 

Pasado el tiempo, el 12 de noviembre de 2020, la apelante 

incoó ante el foro primario una Demanda sobre custodia y pensión 

alimentaria.  En la misma, alegó que el acuerdo de custodia 

compartida no ha funcionado entre las partes; que el señor Harry 

González Montañez ha presentado un patrón de hostigamiento y 

amenazas contra la señora Linka Matos Rivera, los cuales han 

lacerado la relación entre las partes no pudiendo continuar con el 

 
2 Anejo 8 del Recurso, págs. 28-35. 
3 Íd., págs. 33-34. 
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acuerdo de custodia compartida; que el señor González hostiga a la 

menor para conocer de la vida  de la señora Matos  y le infunde ideas 

y temores mal intencionados a la menor, lo cual le ocasionan 

ansiedad y temores a la niña de apenas 9 años de edad; y, que siente 

temor por su seguridad y la forma en que el señor González se 

comporta hacia ella, aspecto que imposibilita la comunicación entre 

las partes para una custodia compartida. Por tanto, solicitó custodia 

monoparental de su hija y el pago de $25,844.07 adeudado por 

concepto de alimentos, según acordado en la Escritura de Divorcio 

por Causal de Consentimiento Mutuo.4  

En reacción a lo anterior el apelado acreditó su alegación 

responsiva y negó las alegaciones en su contra.5 De su contestación 

se desprende referencia particular a la estipulación antes 

mencionada, producto de la escritura de divorcio entre las partes. 

Arguyó que realizó pagos para el beneficio de la menor, entre los que 

mencionó una porción por concepto de escuela, clases de ballet, 

gimnasia, psicólogos, equipo de escuela, ropa, comida, entre otros. 

Además, solicitó continuar con la custodia compartida de la menor. 

Luego de varios trámites procesales, la apelante presentó una 

Moción Solicitando Pensión Alimentaria y Pago de Deuda.6 En el 

referido escrito, reiteró que, desde el divorcio, el apelado no había 

aportado cantidad de dinero alguna por concepto de alimentos, 

incumpliendo así con los acuerdos sostenidos entre las partes en la 

escritura de divorcio. Expuso que la deuda acumulada desde 

diciembre de 2019 era de $64,048.51, aproximadamente, por 

concepto de alimentos, según acordado en la precitada escritura, 

por lo que solicitó su pago. Por igual, solicitó que se refiriera el caso 

a la Examinadora de Pensiones Alimentarias para la fijación de 

 
4 Íd., págs. 25-35. 
5 Anejo 7 del Recurso, págs. 22-24. 
6 Anejo 6 del Recurso, págs. 20-21. 
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pensión y que se emitiera la correspondiente citación para una Vista 

de Alimentos.  

 Así las cosas, el 15 de diciembre de 2021, el Tribunal de 

Primera Instancia (TPI) celebró una vista para discusión de Informe 

Social.7 Evaluada las posturas de las partes y el Informe Social 

presentado en la vista, el mismo día, notificada el 20 del mismo mes 

y año, emitió una Sentencia.8 En primer lugar, aclaró que los 

asuntos pendientes por atender eran los referentes a la custodia y 

las relaciones paternas filiales. En específico, expresó que “[l]as 

partes se divorciaron por escritura pública por consentimiento 

mutuo. Para los asuntos relacionados a la escritura pública el 

Tribunal no tiene nada que proveer. Las partes deberán presentar lo 

que corresponda en derecho”.9 Por otro lado, determinó que la patria 

potestad de la menor era compartida entre las partes. No obstante, 

concedió la custodia de la menor a la apelante y fijó las relaciones 

paternas filiales. Además, refirió a las partes a la Examinadora de 

Pensiones Alimenticias para que se fijara una pensión alimentaria 

con la nueva realidad de las partes y su hija. Por último, declaró No 

Ha Lugar el pago de la presunta deuda por concepto de alimentos 

acordados en la referida escritura, pues concluyó que dicho asunto 

no procedía.10 

  En desacuerdo, la apelante sometió una Moción Solicitando 

Reconsideración.11 En esencia, arguyó que el TPI debía acoger como 

parte de la Sentencia el acuerdo de pensión alimentaria que las 

partes estipularon en la Escritura de Divorcio por Causal de 

Consentimiento Mutuo, pues se trataba de un documento público 

cuyo consentimiento fue libre y voluntario. Sostuvo que una 

 
7 Anejo 5 del Recurso, págs. 17-19. 
8 Anejo 1 del Recurso, págs. 1-4. 
9 Véase, Anejo 1 del Recurso, pág. 2. 
10 En particular, el TPI dictaminó lo siguiente: “Ordene al Sr. Harry González 

Montañez pagar la suma de $25,844.97 por los gastos del 50% de la menor según 

acorda[do] en la Escritura de Divorcio. Resuelto: no ha lugar; no procede”. Véase, 

Anejo 1 del Recurso, pág. 3.  
11 Anejo 3 del Recurso, págs. 8-11. 
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determinación en contrario sería restarle la validez jurídica que tiene 

el divorcio ante notario público. 

 Por su parte, el apelado presentó una Moción en Cumplimiento 

de Orden y en Oposición a Moción de Reconsideración de Sentencia.12 

En síntesis, sostuvo que los acuerdos relacionados con la menor 

fueron consignados mediante escritura pública y no a través de una 

sentencia judicial, por lo que el TPI carecía de jurisdicción para 

conceder el remedio solicitado, pues no había pasado juicio en 

cuanto a los acuerdos extrajudiciales según contratado por las 

partes.  

 Considerado lo anterior, el 28 de febrero de 2022, notificada 

el 3 de marzo de 2022, el foro primario emitió una Resolución y 

Orden mediante la cual declaró No Ha Lugar la reconsideración 

instada por la apelante y Ha Lugar la oposición.13 En la misma, 

reiteró su dictamen y concluyó que la apelante solicitó que se 

ordenara al apelado pagar una presunta deuda de pensión 

alimentaria cuando no existía una orden del Tribunal sobre pensión 

alimentaria vigente antes de diciembre de 2021.14 

Insatisfecha, la apelante acude ante esta Curia y le imputa al 

foro primario la comisión del siguiente error: 

Erró el Tribunal de Primera [Instancia] al resolver que 
cuando un divorcio se celebra en sede notarial, el 
mecanismo disponible para reclamar el pago de una 

pensión alimentaria estipulada a favor de un hijo menor 
de edad es presentar una acción civil ordinaria de 

incumplimiento de contrato. 
 

Evaluado lo anterior, ordenamos a la parte apelada presentar 

su alegato en oposición conforme la Regla 22 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XII-B. Ha transcurrido mayor 

término a lo concedido sin que el apelado haya acreditado escrito 

 
12 Anejo 4 del Recurso, págs. 12-16. 
13 Anejo 2 del Recurso, págs. 5-7. 
14 Íd., pág. 7. 



 
 

 
KLAN202200241 

 

6 

alguno ante esta Curia, por lo que, según advertido, procedemos a 

resolver sin el beneficio de su comparecencia. 

II. 

A. El divorcio por consentimiento mutuo 

En Figueroa Ferrer v. ELA, 107 DPR 250 (1978), nuestro 

Tribunal Supremo reconoció el consentimiento mutuo de los 

cónyuges como causa legítima para el divorcio. Además de ello, el 

foro dispuso que la acción habría de tramitarse mediante una 

petición conjunta, acompañada de estipulaciones referentes a la 

división de bienes, el sustento de las partes y otras consecuencias 

del divorcio.15 Siendo así, el Tribunal Supremo, luego determinó que 

las estipulaciones contenidas en la petición de divorcio por 

consentimiento mutuo constituyen un contrato de transacción 

obligatoria para las partes. Igaravidez v. Ricci, 147 DPR 1 (1998).  

De modo equivalente, el Artículo 97 del Código Civil de 1930 

fue enmendado por la Ley Núm. 52-2017 de 27 de julio de 2017, 31 

LPRA sec. 331 (Ley Núm. 52-2017),16 para permitir el divorcio por 

consentimiento mutuo ante notario. Según la Exposición de Motivos 

de la citada ley, basado en la presunción de que la disolución 

matrimonial acordada por consentimiento mutuo es una 

indiscutible y armoniosa, el propósito primordial de la enmienda al 

referido artículo es que, cuando la acción del divorcio se funde en el 

mutuo consentimiento, esta se pueda conceder a través de la 

formalización de una escritura pública a ser otorgada ante notario. 

De igual forma, la intención legislativa con la modificación de este 

estatuto es descongestionar y aliviar la agenda de los tribunales al 

 
15 Véase, Díaz Rodríguez v. García Neris, 2022 TSPR 12, resuelto el 26 de enero de 

2022. 
16 Por tratarse de hechos ocurridos con anterioridad a la aprobación y vigencia del 

Nuevo Código Civil (Ley Núm. 55 de 1 de enero de 2020), nos limitaremos a 

discutir las disposiciones aplicables y correspondientes al Código Civil de 1930. 
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facultar a los notarios y las notarias a dar fe y autenticar un proceso 

extrajudicial fundado por el mutuo acuerdo entre las partes.17 

Ahora bien, antes de la aprobación de la Ley Núm. 52-2017, 

la Comisión de lo Jurídico presentó un Informe Positivo sobre la 

citada pieza legislativa que recoge el sentir de distintas agencias, 

entre ellas el Departamento de Justicia, Departamento de la Familia, 

Departamento de Salud, Oficina de Administración de los 

Tribunales (OAT), Servicios Legales de Puerto Rico (SLPR), Colegio 

de Notarios de Puerto Rico y el Colegio de Abogados y Abogadas de 

Puerto Rico. En esencia, la mayoría recomendó excluir los casos en 

que los matrimonios tengan hijos menores o incapacitados para 

salvaguardar el bienestar de estos. La preocupación principal iba 

dirigida a que la medida legislativa no atendía los temas de revisión 

de alimentos o los casos de incumplimiento de pago de pensión, los 

cuales, en ese momento, el Tribunal y la Administración para el 

Sustento de Menores (ASUME) eran quienes tenían la facultad de 

fijar la pensión. En la alternativa, algunos de los sectores 

consultados, recomendaron añadir disposiciones que atendieran 

esos vacíos o que los acuerdos sobre los menores se llevaran a cabo 

posterior al divorcio. No obstante, el estatuto aprobado solo excluye 

los casos en que el matrimonio tenga hijos incapacitados. Además, 

no atiende directamente lo relacionado al incumplimiento de pago 

de pensión alimentaria, sino que establece que, “en caso de no estar 

conforme con atender mediante este acto los asuntos relacionados 

con el o los menores, siempre estará disponible la vía ordinaria en 

el tribunal”. 31 LPRA sec. 331. 

 
17 “Por no ser contencioso, el divorcio fundado en el mutuo consentimiento no 

tiene por qué convertirse en otra carga en la pesada agenda de nuestros jueces y 
juezas. Entendemos pues, que este tipo de divorcio puede trabajarse 

extrajudicialmente, y con ello, disminuimos la labor de los tribunales y ayudamos 

a dar por terminada una relación de pareja que ya no es deseada por las partes. 

No hay razón que sea óbice para impedir que un abogado, que ejerce como notario, 

no cuente con la facultad en ley para oficializar un acto jurídico como el antes 

aludido”. Exposición de Motivos de la Ley Núm. 52-2017. 
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En lo pertinente a la controversia ante nuestra consideración, 

el citado Artículo 97 del Código Civil, supra, según enmendado por 

la Ley Núm. 52-2017, dispone que: 

[…] 

En el caso que los cónyuges que acuerden solicitar la 

disolución de su vínculo matrimonial ante Notario, 
tuvieran hijos menores de edad, podrán establecer 
los términos y condiciones sobre los siguientes 

aspectos, custodia, patria potestad, alimentos, 
relaciones filiales y hogar seguro, como parte de la 
estipulación a ser preparada por los representantes 

legales de las partes, quienes a su vez tendrán la 
obligación de hacer constar en el escrito, que su cliente 

fue debidamente informado de los derechos que le 
asisten, y que en caso de no estar conforme con atender 
mediante este acto los asuntos relacionados con el o los 

menores, siempre estará disponible la vía ordinaria en 
el tribunal. Cualquier documento y/o escrito que 

incluya y exprese la voluntad de las partes 
comparecientes sobre la disposición de los bienes 
gananciales y/o los acuerdos relacionados a los 

menores será denominado como: “Estipulación y 
Acuerdos sobre Divorcio por Consentimiento Mutuo”. 
Dicho documento formará parte de la escritura de 

divorcio. Todo caso que incluya incapacitados será de 
exclusiva competencia del Tribunal de Primera 

Instancia. En caso de que el divorcio por 
consentimiento mutuo se efectúe mediante 
escritura pública, la misma advendrá final y firme 

con la firma de los comparecientes. 31 LPRA sec. 
331.18 (Énfasis nuestro). 
 

Por su parte, con el propósito de orientar a los notarios y 

notarias sobre los aspectos que deben evaluar y cumplir al momento 

 
18 A modo comparativo, la disposición equivalente al citado Artículo 97 en el 

Código Civil de 2020 es el Artículo 473 que dispone sobre la disolución 

matrimonial por consentimiento. En particular, establece lo siguiente: 

 
El matrimonio queda disuelto mediante el consentimiento de los cónyuges 
expresado en escritura pública, cuando al momento de otorgar la escritura 
al menos uno de los cónyuges ha residido en Puerto Rico durante el año 
inmediatamente anterior. 
 
Cuando el matrimonio esté regido por la sociedad de gananciales y haya 
bienes o deudas comunes, los cónyuges suscribirán un acuerdo que 
contendrá el inventario, avalúo, liquidación y adjudicación de los bienes y 
deudas gananciales. Este acuerdo será protocolizado con la escritura de 
divorcio, sin que dicha protocolización tenga efectos de convertir el 
documento contentivo del acuerdo, en un instrumento público. 
 
Cuando los cónyuges tengan hijos menores de edad comunes a ambos, 
deben establecer los términos y condiciones sobre los siguientes aspectos: 
custodia, patria potestad, alimentos, relaciones filiales y hogar seguro, 
como parte de una estipulación que será preparada por los representantes 
legales de cada cónyuge. Dichos representantes legales harán constar a 
continuación de las firmas de los otorgantes en la estipulación, que su 
respectivo cliente fue debidamente informado de los derechos que le 
asisten, y que en caso de no estar conforme con atender en ese acto los 
asuntos relacionados con el o los menores, siempre podrán hacerlo ante 
un tribunal. Dicha estipulación se protocolizará con la escritura de 
divorcio. 31 LPRA sec. 6831. 
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de autorizar una Escritura de Divorcio por Consentimiento Mutuo o el 

testimonio de legitimación de firmas bajo el juramento en el 

documento intitulado Estipulación y Acuerdos sobre Divorcio por 

Consentimiento Mutuo, el 31 de agosto de 2017, la Oficina de 

Inspección de Notarías (ODIN) publicó la Instrucción General #38 

sobre divorcio por la causal de consentimiento mutuo celebrado ante 

notarios y notarias. Como preámbulo de la instrucción, la ODIN 

reiteró la intención legislativa expuesta en la Exposición de Motivos 

de la Ley Núm. 52-2017 y particularizó que dicha pieza legislativa 

resalta la naturaleza no contenciosa del divorcio por la causal de 

consentimiento mutuo, frente a la naturaleza de la función pública 

del notariado en Puerto Rico, así como a la facultad de los notarios 

y notarias de dar fe y autenticar cualquier arreglo extrajudicial que 

se les presente. 

B. Los alimentos de menores 

La obligación de los progenitores de proveer alimentos a sus 

hijos menores de edad es parte del derecho a la vida que emana del 

Artículo II, Sección 7 de la Constitución del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, y se encuentra revestida de un alto grado de interés 

público, siendo su interés primordial el bienestar del menor. Art. II, 

Sec. 7, Const. ELA, LPRA, Tomo 1; Díaz Rodríguez v. García Neris, 

2022 TSPR 12, resuelto el 26 de enero de 2022; Umpierre Matos v. 

Juelle Albello, 203 DPR 254, 265 (2019); Franco Restro v. Rivera 

Aponte, 187 DPR 137, 153 (2012). Se entiende por alimentos todo lo 

que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y 

asistencia médica, según la posición social de la familia, al igual que 

la educación e instrucción del alimentista cuando es menor de edad. 

31 LPRA sec. 561. La obligación de dar alimentos será exigible desde 

que los necesitare para subsistir la persona que tuviere derecho a 

percibirlos; pero no se abonarán sino desde la fecha en que se 
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interponga la demanda. 31 LPRA sec. 566.19 Los alimentos 

concedidos comenzarán a devengar intereses legales por mora, 

desde el momento en que se dicte la sentencia o si es de mes a mes, 

desde que venció o debió ser satisfecha la obligación. Íd. 

En atención al alto interés público sobre los asuntos 

relacionados a los alimentos a menores de edad, se creó la Ley 

Orgánica de la Administración para el Sustento de Menores, Ley 

Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, 8 LPRA sec. 501 et seq. (Ley 

Núm. 5). El propósito medular de la citada ley es velar que los 

progenitores cumplan las obligaciones que derivan del deber de 

alimentar a sus hijos menores de edad. De León Ramos v. Navarro 

Acevedo, 195 DPR 157, 170 (2016). A esos efectos, y en armonía con 

los postulados de la Ley Núm. 5, se promulgaron las Guías para 

Determinar y Modificar Pensiones Alimentarias en Puerto Rico 

(Guías), contenidas en la citada ley. Franco Restro v. Rivera Aponte, 

supra, pág. 149. Con ellas, se pretende determinar la cuantía de las 

pensiones alimentarias de los alimentistas menores de edad, 

basadas en criterios numéricos y descriptivos que permitan el 

cómputo de la cuantía de la obligación alimentaria. 8 LPRA sec. 518. 

Es decir, las Guías establecen unos parámetros objetivos específicos 

que deben utilizarse en el proceso de determinar el monto de las 

pensiones de una manera uniforme y equitativa tomando en 

consideración los ingresos de los progenitores y las necesidades de 

los hijos. De León Ramos v. Navarro Acevedo, supra, pág. 171. Los 

pagos por concepto de pensiones alimentarias y de aumentos en las 

mismas serán efectivos desde la fecha en la que se presente en el 

Tribunal o en ASUME, la petición de alimentos o la petición de 

aumento de pensión alimentaria. 8 LPRA sec. 518. Ahora bien, los 

dictámenes de alimentos no advienen estrictamente finales ni 

definitivos porque están sujetos a ser revisados al paso de tres (3) 

 
19 Véase, Pueblo v. Zayas Colón, 139 DPR 119 (1995). 
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años o en caso de que acontezca un cambio en las circunstancias 

que lo justifique. Pesquera Fuentes v. Colón Molina, 202 DPR 93, 106 

(2019). 

C. La competencia y jurisdicción de los tribunales 

 El Poder Judicial del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

constituye un sistema judicial unificado en lo concerniente a 

jurisdicción, funcionamiento y administración. 4 LPRA sec. 24b. 

Conforme a nuestro ordenamiento jurídico, los tribunales de Puerto 

Rico son de jurisdicción general, y, por lo tanto, como norma 

general, pueden entender en cualquier materia sobre la cual no se 

les haya privado de jurisdicción. Junta Dir. Cond. Montebello v. 

Fernández, 136 DPR 223, 230 (1994).  

En cuanto al Tribunal de Primera Instancia, el Art. 5.001 de 

la Ley de la Judicatura de 2003, Ley Núm. 201-2003, según 

enmendada, 4 LPRA sec. 24 et seq., establece que es un tribunal de 

jurisdicción original con las competencias de sus jueces definidas 

en dicho estatuto.  Véase, 4 LPRA sec. 25a-25d.  

De igual forma, la Regla 3.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 3.2, regula lo concerniente a la competencia de las salas 

en nuestros tribunales. Dicha regla reza como sigue:   

Todo pleito se presentará en la sala que corresponda 
según lo dispuesto por ley y por estas reglas, pero no se 
desestimará ningún caso por razón de haberse 

sometido a una sala sin competencia. 
 

Todo pleito podrá tramitarse en la sala en que se 
presente por convenio de las partes y la anuencia 
fundamentada del juez o jueza que presida dicha sala 

en ese momento. De lo contrario, será transferido por 
orden del juez o jueza a la sala correspondiente. 

 

Ahora bien, es preciso señalar que, como parte de la sana 

administración del foro primario, se adoptaron las Reglas para la 

Administración del Tribunal de Primera Instancia del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 1999, revisadas el 1 de agosto de 2009. 

De igual manera, cada región judicial, mediante órdenes 

administrativas, regula el manejo interno de los casos según su 
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clasificación.20 En lo atinente a la controversia ante nos, según el 

Manual de Sistema de Tribunales del Tribunal de Primera Instancia 

de San Juan, los casos sobre relaciones de familia y menores se 

atienden específicamente en las Salas de Familia, entre ellos los 

clasificados como divorcio, custodia y alimentos. Véase, Directoría 

Informática, Oficina de Análisis y Desarrollo, Oficina Coordinadoras 

Sistemas de Información, Tribunal General de Justicia, Primera 

Instancia San Juan, Manual Sistema Trib, revisado en marzo de 

2013, págs. 213-217.  

Por otro lado, sabido es que las Reglas de Procedimiento Civil, 

destinadas a regir los procedimientos de naturaleza civil ante el 

Tribunal General de Justicia, se interpretan de modo que faciliten el 

acceso a los tribunales y el manejo del proceso, de forma que 

garanticen una solución justa, rápida y económica de todo 

procedimiento. 32 LPRA Ap. V, R. 1.  

III. 

Como su único señalamiento de error, la parte apelante 

cuestiona la determinación del TPI de declarar sin lugar la solicitud 

del pago de una pensión alimentaria, a favor de una hija menor de 

edad, estipulada en un divorcio celebrado en sede notarial bajo el 

fundamento de que la referida reclamación no se instó por medio de 

una acción civil ordinaria de incumplimiento de contrato. Sostiene 

que resolver de esa manera contravendría un catálogo de principios, 

derechos, garantías y protecciones reconocidas en ese ámbito. 

 Hemos evaluado cuidadosamente el recurso ante nos y 

concluimos que el dictamen recurrido apunta a una anomalía 

procesal que incide sobre los derechos de una menor, así como, 

sobre el acceso a un procedimiento justo y equitativo conforme el 

 
20 A modo de ejemplo, véase, Orden Administrativa Núm. 2017-493, Manejo de 
Casos de Divorcio, Tribunal de Primera Instancia, Región Judicial de San Juan; 

Orden Administrativa Núm. 2015-429, Manejo de Casos sobre Reclamación de 
Alimentos, Tribunal de Primera Instancia, Región Judicial de San Juan. 
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estado de Derecho vigente. A esos efectos, reconocemos que existe 

un vacío jurídico sobre el proceso adecuado de ejecución de lo 

pactado en la escritura de divorcio que amerita nuestro análisis de 

rigor e interpretación. Veamos. 

   En un divorcio por consentimiento mutuo -por la vía 

ordinaria-, las estipulaciones suscritas entre las partes constituyen 

un contrato de transacción judicial que, según establecido por el 

Tribunal Supremo, ante incumplimiento, no sería necesario instar 

una acción independiente, sino que se debe recurrir ante el tribunal 

que dictó la sentencia original y solicitar una ejecución de la 

sentencia por la vía de apremio, es decir, como cualquier sentencia 

final y firme. Igardivez v. Ricci, supra. 

Sin embargo, el Artículo 97 del Código Civil, supra, sobre el 

divorcio por consentimiento mutuo ante notario, no contempla el 

procedimiento de ejecución de la escritura en la cual se atiende una 

solicitud de pago de pensión alimentaria a favor de menores de edad. 

Dicho vacío jurídico fue señalado en el citado Informe Positivo de la 

Comisión de lo Jurídico por distintas agencias, como el 

Departamento de Justicia y la OAT. No obstante, el estatuto 

aprobado carece de guías para el adecuado trámite ante la 

controversia que se presenta en el caso de epígrafe. Ante dicho 

escenario, somos de la opinión que estamos ante un asunto de 

competencia que se debe resolver bajo el mismo procedimiento y 

mecanismo que un divorcio por consentimiento mutuo por la vía 

ordinaria. Nos explicamos. 

De nuestro examen sosegado del expediente, colegimos que en 

la Escritura de Divorcio por Causal de Consentimiento Mutuo 

otorgada ante notario se reconoció el derecho de la menor de edad, 

hija de las partes, a una pensión alimentaria. En particular, 

acordaron que todos los gastos de la menor de edad serían asumidos 

por ambos progenitores a razón de un cincuenta por ciento (50%) 
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cada uno. De ahí las partes fueron debidamente advertidas de los 

derechos que ostentaban sobre la fijación, revisión e incumplimiento 

de alimentos. En específico, el notario que otorgó la referida 

escritura incluyó las siguientes advertencias en la sección quinta del 

documento: 

Expresado entre las partes los acuerdos sobre patria 
potestad, custodia, relaciones filiales, alimentos, hogar 

seguro o cualquier otro asunto en relación con los 
menores, el Notario advierte sobre las consecuencias 
de su incumplimiento. En particular sobre la 

importancia del deber de alimentar del padre no 
custodio y de la aplicación mandataria de la Ley 

Especial del Sustento de Menores Número cinco (5) del 
treinta (30) de diciembre de mil novecientos ochenta y 
seis (1986), según enmendada y de las Guías 

Mandatarias para la Fijación de Pensiones 
Alimentarias, vigentes (Reglamento Número ocho mil 
quinientos veinte y nueve (8529) del tre[i]nta (30) de 

octubre de dos mil catorce (2014). De manera 
espec[í]fica se les advierte a las partes, en particular a 

la madre custodio, que la pensión acordada tiene que 
estar fijada en los parámetros que establecen estas 
leyes, que el término para revisar la misma es de tres 

(3) años a partir de su fijación, a menos que medien 
circunstancias extraordinarias que justifiquen antes su 
revisión. Y que tanto para revisar las mismas como 

para reclamar su incumplimiento, la madre custodio 
debe acudir a las oficinas de la Administración para 

el Sustento de Menores “ASUME” o al Tribunal. Se 
advierte de manera particular a la madre custodio que, 
en caso de no estar satisfecha con el acuerdo respecto 

a la fijación de pensión alimentaria, puede acudir al 
Tribunal para la fijación en la pensión alimentaria. 

(Énfasis nuestro). 
 

Una vez la escritura de divorcio –que incluye estipulaciones 

autorizadas por el propio estatuto–, es firmada por las partes ante 

el notario, se consideran “finales y firmes” y sujeta a la inscripción 

ante el Registro Demográfico dentro de un término establecido. No 

obstante, los dictámenes o acuerdos de alimentos no advienen 

definitivos porque el TPI siempre posee jurisdicción para atender 

pleitos sobre alimentos, más aún cuando al transcurrir tres (3) años 

están sujetos a ser revisados. Pesquera Fuentes v. Colón Molina, 

supra. Lo antes se refleja en este caso, ya que como bien advirtió el 

notario en la escritura en controversia, ante incumplimiento se debe 

acudir al Tribunal o a ASUME.  
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En el caso de autos, la apelante acudió ante el TPI, 

específicamente la Sala de Familia, alegando que el apelado 

incumplió con los acuerdos sobre custodia y pago de pensión 

estipulados en la citada escritura de divorcio, por lo que solicitó 

custodia monoparental y el pago de lo adeudado por alimentos. El 

foro primario, adjudicó lo relacionado a la custodia de la menor y 

refirió el caso a la Examinadora de Pensiones Alimenticias para la 

fijación de la pensión con la nueva realidad de las partes y la menor. 

Sin embargo, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud del pago de lo 

adeudado por incumplimiento de pensión, toda vez que no existía 

una orden del Tribunal de pensión alimentaria vigente antes de 

diciembre de 2021. Además, concluyó que, por el divorcio haberse 

otorgado por escritura pública ante notario, dicho escrito constituía 

un contrato sobre el cual el tribunal no iba a pasar juicio, pues ese 

no era el proceso y las partes debían presentar lo que correspondía 

en derecho, es decir, una acción sobre cobro de dinero por 

incumplimiento de contrato en otra sala.21 Al así actuar, desvirtuó 

el proceso adecuado y acceso a la justicia para ambas partes, y en 

particular para la menor de edad.   

Como se sabe, nuestro sistema judicial tiene como objetivo 

velar por un trámite ordenado y expedito de los litigios para así 

promover la estabilidad, certeza y sobre todo el acceso a la justicia. 

A ello, debemos añadir que, según el Derecho antes esbozado, la 

norma establecida sobre ejecuciones de sentencias en pleitos de 

divorcio por consentimiento mutuo por la vía ordinaria es la que 

debe regir en este tipo de divorcio por escritura pública ante notario. 

Es decir, los procedimientos de ejecución de las estipulaciones en 

un divorcio por consentimiento mutuo en sede notarial deben ser 

análogos a los de una sentencia de divorcio adjudicada por el 

Tribunal, toda vez que no identificamos impedimento legal para que 

 
21 Véase, apéndice del Recurso, págs. 1-7, 17-19. 
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la Sala de Familia interprete, dentro de su sana discreción, los 

acuerdos estipulados sobre pensión alimentaria en dicha escritura 

pública.22 

El Tribunal Supremo determinó en Igaravidez v. Ricci, supra, 

que estimaba apropiado continuar la etapa de ejecución dentro del 

mismo caso de divorcio ante la sala de familia, por consideraciones 

de economía procesal. Cabe señalar que en el caso de autos el 

divorcio fue en sede notarial, pero se presentó una acción sobre 

custodia y pensión alimentaria de forma conjunta ante el TPI, en la 

sala de relaciones de familia. El lenguaje utilizado por el Alto Foro 

en Igaravidez, apunta a que resulta innecesario instar una acción 

independiente para hacer valer las estipulaciones sobre alimentos 

cuando, en realidad, la Sala de Familia ostenta jurisdicción y 

competencia por no decir el expertise dentro de un sistema judicial 

unificado.  Consideramos que lo antes se hace más crítico y 

necesario, cuando el asunto a considerar ante la sala de familia post 

divorcio, versa sobre los alimentos de un menor de edad, como se 

desprende en este caso. 

Ciertamente, consideramos que la intención de la referida 

doctrina es evitar que en un caso entre las mismas partes sobre los 

mismos hechos se fragmente en distintas salas del foro primario.23 

 
22 Cabe señalar que, según la Ley Núm. 5, los pagos por concepto de pensiones 

alimentarias son efectivos desde la fecha en la que se presente la petición de 

alimentos en el Tribunal o en ASUME. 8 LPRA sec. 518. Dicha disposición nada 

menciona sobre la petición de alimentos en escrituras públicas de divorcio, pues 
la enmienda al Artículo 97 del Código Civil, supra, que permite los divorcios por 

consentimiento mutuo en sede notarial, no incluyó enmiendas a la Ley Núm. 5 

para atemperarla a lo allí dispuesto. Ahora bien, las estipulaciones entre las 

partes son requisito esencial para los divorcios por consentimiento mutuo, ya sea 

por la vía ordinaria o en sede notarial. Existen tres clases de estipulaciones, entre 

ellas las que reconocen derechos y tienen el alcance de una adjudicación sobre 
tales derechos. Véase, Mun. de San Juan v. Prof. Research, 171 DPR 219, 238 

(2007). En el caso de autos, la estipulación sobre alimentos que se realizó en la 

citada escritura de divorcio suscrita ante notario, aunque no constituye cosa 

juzgada porque está sujeta a una posible revisión, en ausencia de otra 

consideración evidenciaría, representa un reconocimiento del derecho de 

alimentos que tiene la menor hija de las partes. Por tanto, y cónsono con el 
propósito medular de la Ley Núm. 5, (que es velar que los progenitores cumplan 

las obligaciones que derivan del deber de alimentar a sus hijos menores de edad), 

la estipulación sobre alimentos incluida en la Escritura de Divorcio por 
Consentimiento Mutuo suscrita por las partes ante notario es un reconocimiento 

de un derecho que tiene la menor a los alimentos y la aceptación del padre 

alimentista. 
23 Véase, Igaravidez v. Ricci, supra, págs. 8-9. 
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De otra parte, no ignoramos el hecho que por uso y costumbre se ha 

permitido proseguir pleitos independientes de cobro de dinero por 

razón de pensiones adeudadas -ante las salas de lo civil-, una vez el 

o la menor alimentista adviene en mayoría de edad. No obstante, 

cónsono con nuestra postura, adoptamos, por ser persuasivo, lo 

resuelto por un panel hermano en el recurso KLCE201300612. 

Mediante Sentencia emitida, el panel hermano ordenó al foro 

primario atender una reclamación de cobro de pensión alimentaria 

dentro del mismo pleito. Expuso que, de sostener la orden de iniciar 

un pleito independiente para reclamar el pago de pensiones 

alimentarias adeudadas, la peticionaria tendría que preparar una 

demanda de cobro de dinero, asumir los costos asociados a la 

presentación del nuevo pleito y emplazar al alimentante. “No hay 

nada justo, ni rápido, ni económico en ese curso de acción. Mucho 

menos cuando el Tribunal ya ostenta jurisdicción sobre las partes y 

está ampliamente facultado para hacer valer sus resoluciones y 

órdenes, incluyendo aquellas relacionadas al pago de pensiones 

alimentarias”.24 

Por ello, concluimos que procede que el TPI asuma 

jurisdicción y competencia en la sala de familia donde, según la 

normativa antes reseñada, le corresponde atender los asuntos 

relacionados a pensiones alimentarias de menores de edad y se 

encuentra en posición para la continuación de los procesos sin 

recurrir a trámites onerosos y costosos para todas las partes, en 

particular para la menor de edad. Cabe recordar que, mediante 

opinión emitida por voz del Juez Asociado señor Rebollo López, el 

Tribunal Supremo en Quiñones v. Jiménez Conde, 117 DPR 1 (1986), 

determinó en un caso similar al que nos ocupa, lo siguiente: “El caso 

 
24 Véase, Ex parte Rafael Antonio Ibarra Molina, Ida Rodríguez Medina, 

KLCE201300612, resuelto el 30 de agosto de 2013, págs. 5-6 (panel compuesto 

por su presidente, el Juez Cabán García, la Jueza Cintrón Cintrón y la Juez Nieves 

Figueroa (ponente)). Véase, además, Resolución del 24 de enero de 2014 emitida 

por Tribunal Supremo denegando expedición del auto de Certioriari, cuyo 

Mandato fue expedido el 18 de febrero de 2014. 
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de autos es un vivo ejemplo de la situación inaceptable imperante 

hoy día en las salas de relaciones de familia del tribunal de primera 

instancia de nuestro país. […] Un número sustancial de decretos de 

divorcio contienen imperativamente dictámenes sobre pensiones 

alimenticias. Su ejecución posterior genera a corto y largo plazo un 

sinnúmero de incidentes relativos, entre otros, a su incumplimiento, 

aumento o disminución de la pensión.25 El método clásico de 

requerir una mostración de causa al alimentante moroso, con la 

consabida contratación de abogado por la parte promovente, 

radicación de documentos, notificación y citación, es costoso, 

complejo y enrevesado. Atenta contra los intereses de los menores 

de edad –verdaderos sujetos tutelados del derecho– al propiciar 

tardanzas indebidas”. Íd., pág. 5. 

Allí el Alto Foro hizo un llamado al concluir que la situación 

reclamaba urgente intervención del Poder Legislativo, así como 

creatividad e imaginación.26 Transcurrido más de tres décadas 

desde la publicación de la referida opinión, nos encontramos ante 

una nueva legislación cuyo propósito es agilizar procesos, 

descongestionar los calendarios judiciales y garantizar el acceso a la 

justicia.  

Añádase que, la acción presentada es sobre un 

incumplimiento de pensión alimentaria de una hija menor de edad 

estipulada en una escritura de divorcio, asunto propio de una sala 

de familia. Aun si se catalogara como un cobro de dinero por 

incumplimiento de contrato, no hay impedimento legal para que se 

atienda en la misma sala de relaciones de familia. Como bien se 

estableció en Rodríguez v. Morales, 72 DPR 35, 41 (1951), “[…] nada 

hay en dichas decisiones, ni en la ley, que impida a un tribunal –

iniciada una acción para el aumento de pensión alimenticia–  

 
25 Citando a Apuntes sobre procedimientos judiciales en torno a la familia, 

Secretariado de la Conferencia Judicial, 1984, págs. 27-29. 
26 Véase, Quiñones v. Jiménez Conde, supra, págs. 5-6. 
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disponer incidentalmente el pago de aquellas pensiones que 

después de iniciado el procedimiento haya dejado de satisfacer el 

demandado, bien si la pensión cuyo aumento se solicita ha sido 

fijada previamente por decreto judicial o bien si ha sido convenida 

extrajudicialmente antes, como en este caso. Lo propio es que el 

mismo tribunal que ventila el derecho de un menor a mayores 

alimentos, haga efectivo el derecho de ese menor a las pensiones 

alimenticias no satisfechas desde que se inició el procedimiento 

judicial, sin imponerle el oneroso trámite de tener que acudir 

necesariamente a un pleito plenario”. Íd. (Énfasis nuestro). 

Ante ello, concluimos que la sala que atiende la acción de 

epígrafe ostenta jurisdicción y competencia para resolver el reclamo 

sobre la pensión que surge en la escritura de divorcio, en aras del 

interés óptimo de la menor. Resolver lo contrario iría en contra del 

espíritu de la Ley Núm. 52-2017 y desvirtuaría la facultad que se le 

otorgó al notario de dar fe pública sobre una disolución matrimonial 

por mutuo acuerdo por la vía extrajudicial y las estipulaciones que 

ello conlleva. Según la normativa antes reseñada y el cuadro fáctico 

representado en este caso determinamos que el foro recurrido 

incidió al declarar no ha lugar la solicitud interpuesta por la 

apelante.  Debió continuar los procedimientos correspondientes a la 

causa de acción interpuesta en la sala de familia que ostenta 

jurisdicción sobre las mismas partes y las controversias 

relacionadas a la menor, hija de ambos. Lo contrario podría 

trastocar nuestro firme propósito de que la desestimación de una 

causa de acción sea la última consideración del foro judicial. Por 

ello, determinamos que nada impide que el foro primario ordene la 

presentación de la Estipulación y Acuerdos sobre Consentimiento 

Mutuo que forma parte de la referida escritura de divorcio,27 tome 

 
27 Cabe señalar que, según surge de la Contestación a la Demanda, así como de la 

Sentencia recurrida, no está en discusión la existencia de dicho documento. Véase 

Anejo 7 del Recurso, págs. 22-24. 
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conocimiento judicial sobre ello, para así continuar los 

procedimientos de rigor en protección de los intereses apremiantes 

de la menor de edad. Además, y en atención particular a las 

alegaciones de la demandante sobre el alegado temor que ella siente 

por los presuntos actos del demandado que surgen de la demanda, 

ordenamos al foro primario a tomar conocimiento sobre ello, y 

proceda con las orientaciones que estime necesarias, así como, la 

acción que estime correspondiente dentro de un debido 

procedimiento de ley, en protección de las partes y la menor de edad.    

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, revocamos la Sentencia 

apelada y devolvemos el caso al foro primario para la continuación 

de los procedimientos de rigor conforme lo aquí resuelto. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


